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PERMANENTE

AUDIENCIA PÚBLICA NÚMERO 11 DE 
2024

(noviembre 7)
9:00 a. m.
Tema: Proyecto de Ley número 211 de 2024 

Cámara, 08 de 2023 Senado, por medio de la 
cual se introduce la modalidad de arbitraje para 
procesos ejecutivos, con el objetivo de contribuir a 
la descongestión del sistema judicial.

Presidente Óscar Hernán Sánchez León:
Muy buenos días. Vamos a dar inicio a la 

Audiencia, agradecimiento a quienes se encuentran 
aquí presencialmente en la Comisión, igualmente 
quienes están en plataforma. Léase el orden del día, 
señora Secretaria.

Secretaria Amparo Yaneth Calderón 
Perdomo:

Sí señor Presidente. Siendo las 9:26 de la mañana, 
procedo con la lectura del orden del día para esta 
Audiencia Pública. 

HONORABLE CÁMARA DE 
REPRESENTANTES

COMISIÓN PRIMERA CONSTITUCIONAL
SESIONES ORDINARIAS
LEGISLATURA 2024-2025

SALÓN DE SESIONES DE LA COMISIÓN 
PRIMERA

“ROBERTO CAMACHO WEVERBERG”

ORDEN DEL DÍA
AUDIENCIA PÚBLICA

Jueves siete (7) de noviembre de 2024
9:00 a.m.

A C TA S  D E  C O M I S I Ó N

I
Lectura de Resolución número 13 de 2024

(octubre 30)
II

Audiencia pública
1.	 Proyecto de Ley número 211 de 2024 

Cámara, 08 de 2023 Senado, por medio de la 
cual se introduce la modalidad de arbitraje para 
procesos ejecutivos, con el objetivo de contribuir a 
la descongestión del sistema judicial.

Autor: Honorable Senador Humberto de La Calle 
Lombana. 

Ponente: Honorable Representante Óscar 
Hernán Sánchez León. 

Texto Aprobado en Plenaria del Senado: Gaceta 
del Congreso número de 2024 

Proposición número 19, aprobada en esta Célula 
Legislativa y suscrita por el honorable Representante 
Óscar Hernán Sánchez León.

Formulario para inscripción: https://forms.gle/
KCWN1BFzoBXR6FMF9 

III
Lo que propongan los honorables 

Representantes.
La Presidenta, 

Ana Paola García Soto.
El Vicepresidente,

Juan Sebastián Gómez Gonzales.
La Secretaria 

Amparo Y. Calderón Perdomo.
La Subsecretaria

Dora Sonia Cortés Castillo.
Ha sido leído el orden del día, señor Presidente.
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Presidente:
Primer punto del orden del día.
Secretaria:
Sí señor Presidente. El primer punto de la lectura 

es la Resolución número 13 de octubre 30 de 2024.
RESOLUCIÓN NÚMERO 13 DE 2024

(octubre 30)
por la cual se convoca a audiencia pública.

La Mesa Directiva de la Comisión Primera de la 
honorable Cámara de Representantes

CONSIDERANDO:
a)	 Que la Ley 5ª de 1992, en su artículo 230 

establece el procedimiento para convocar 
Audiencias Públicas sobre cualquier 
proyecto de acto legislativo o de ley.

b)	 Que mediante Proposición número 19 
aprobada en la Sesión de Comisión del 
martes 17 de septiembre de 2024, suscrita 
por el honorable Representante Óscar 
Hernán Sánchez León, Único Ponente 
del Proyecto de Ley número 211 de 2024 
Cámara, 08 de 2023 Senado, por medio de la 
cual se introduce la modalidad de arbitraje 
para procesos ejecutivos, con el objetivo de 
contribuir a la descongestión del sistema 
judicial, ha solicitado la realización de 
Audiencia Pública.

c)	 Que la Mesa Directiva de la Comisión 
considera que es fundamental en el trámite 
de estas iniciativas, conocer la opinión de la 
ciudadanía en general sobre el proyecto de 
ley antes citado.

d)	 Que el artículo 230 de la Ley 5ª de 1992, 
faculta a la Mesa Directiva, para reglamentar 
lo relacionado con las intervenciones y 
el procedimiento que asegure la debida 
atención y oportunidad.

e)	 Que la Corte Constitucional en reiterada 
jurisprudencia, en relación con las 
Audiencias Públicas ha manifestado: “(…) 
las Audiencias Públicas de participación 
ciudadana decretadas por los Presidentes de 
las Cámaras o sus Comisiones Permanentes, 
dado que el propósito de estas no es el de 
que los Congresistas deliberen ni decidan 
sobre algún asunto, sino el de permitir a 
los particulares interesados expresar sus 
posiciones y puntos de vista sobre los 
proyectos de ley o acto legislativo que se 
estén examinando en la célula legislativa 
correspondiente; no son, así, Sesiones del 
Congreso o de sus Cámaras, sino Audiencias 
programadas para permitir la intervención de 
los ciudadanos interesados”.

RESUELVE:
Artículo 1º. Convocar a Audiencia Pública para 

que las personas naturales o jurídicas interesadas, 
presenten opiniones u observaciones sobre el 

Proyecto de Ley número 211 de 2024 Cámara, 08 
de 2023 Senado, por medio de la cual se introduce 
la modalidad de arbitraje para procesos ejecutivos, 
con el objetivo de contribuir a la descongestión del 
sistema judicial.

Artículo 2º. La Audiencia Pública se realizará el 
jueves 7 de octubre de 2024, a las 9:00 a. m., en el 
salón de sesiones “Roberto Camacho Weverberg”, 
de esta Célula Legislativa.

Artículo 3°. Las inscripciones para intervenir 
en la Audiencia Pública, podrán realizarlas hasta 
el miércoles 6 de noviembre de 2024 a las 4:00 p. 
m., diligenciando el formulario correspondiente 
en el siguiente enlace: https://forms.gle/
KCWN1BFzoBXR6FMF9

Artículo 4°. La Mesa Directiva de la Comisión 
ha designado en el honorable Representante Óscar 
Hernán Sánchez León, único ponente del proyecto 
de ley, la dirección de la Audiencia Pública, quien 
de acuerdo con la lista de inscritos fijará el tiempo 
de intervención de cada participante.

Artículo 5º. La Secretaría de la Comisión, 
efectuará las diligencias necesarias ante el área 
administrativa de la Cámara de Representantes, a 
efecto de que la convocatoria a la Audiencia sea de 
conocimiento general y en especial de la divulgación 
de esta Audiencia en el Canal del Congreso.

Artículo 6º. Esta resolución rige a partir de la 
fecha de su expedición.

Comuníquese y cúmplase
Dada en Bogotá, D. C., el 30 de octubre de 2024.
La Presidenta,

Ana Paola García Soto.
El Vicepresidente,

Juan Sebastián Gómez Gonzales.
La Secretaria,

Amparo Yaneth Calderón Perdomo.
Señor Presidente, hemos dado estricto 

cumplimiento al artículo 5° de la resolución y 
hemos manifestado y dado información a la Oficina 
de Prensa del Canal Institucional del Congreso, 
para que convocara a esta Audiencia Pública y 
de acuerdo a su solicitud como único Ponente, se 
hicieron las invitaciones a la Ministra de Justicia; al 
Superintendente para la Protección del Consumidor; 
al Superintendente Financiero de Colombia; al 
Director de Centro de Arbitraje y Conciliación de 
la Cámara de Comercio de Bogotá; al Presidente del 
Instituto Colombiano de Derecho Procesal.

Al Presidente del Consejo Académico 
Confederación Colombiana; a Rectores de 
Universidades; al Jefe de Arbitraje y Conciliación 
de la Cámara de Comercio de Bogotá, que está 
presente; al Árbitro Nacional Miembro de la 
Comisión de Arbitraje (IADCC),  Colombia Bogotá; 
Cámara de Comercio de Bogotá, que también está 
presente; algunos directores de conciliación; al 
Vicepresidente Jurídico para Antioquia Cámara de 
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Comercio de Medellín, que también está presente; a 
la Directora del Centro de Conciliación de Arbitraje 
Amigable Composición Cámara de Comercio del 
Oriente Antioqueño, también está presente. Hay 
algunas personas, que se han conectado de manera 
virtual.

Igualmente quiero dejar constancia, que de 
acuerdo a la lista que se abrieron de la convocatoria, 
se inscribieron siete personas de manera voluntaria 
para participar en esta Audiencia, hay en el Recinto 
de esos siete inscritos, tres personas aquí presentes. 
Presidente, con este informe puede usted dar inicio 
formal a esta Audiencia Pública.

Presidente:
Gracias, señora Secretaria. De acuerdo al proyecto 

de ley, que hoy hace curso en esta Célula Legislativa 
y por supuesto, buscando escuchar a quienes a bien 
tengan su voluntad de hacerlo, realizamos esta 
Audiencia. El proyecto de ley, que busca a nivel de 
la reglamentación del Pacto Arbitral Ejecutivo que 
hoy a nivel doctrinal, se encuentra consagrado todo 
el Pacto al Arbitraje en la Ley 1563 del 2012, en 
cabeza del honorable Senador Humberto de la Calle, 
nos acompañan también sus asistentes de la Unidad 
Legislativa, buscamos en poder entregarle al país 
una Norma, que permita la descongestión judicial, 
pero que también sea efectiva a través del ejercicio 
de poder reglar este proceso o este procedimiento 
ejecutivo a través del arbitraje.

Por ello, se convocó la Audiencia y tenemos siete 
personas que se inscribieron por plataforma para 
participar, de las cuales me informan en el Recinto 
se encuentran tres de ellas y una en la plataforma que 
va a participar. Agradecemos a quienes se invitaron 
y hoy están acá la doctora María Angélica Munar 
Gordillo, gracias por acompañarnos; la doctora 
Francisca Cifuentes, que también se encuentra 
acá en el Recinto, al igual que el doctor Virgilio 
Villegas y la doctora María Paula Álzate, gracias 
por acompañarnos. Terminada la intervención de 
quienes así lo solicitaron les vamos a dar el uso de la 
palabra, al igual que el doctor Eduardo Javier Mora, 
gracias.

Vamos a iniciar nuestra Audiencia, con quienes 
se inscribieron en plataforma reitero y vamos a 
darles cinco minutos para su intervención. Por 
supuesto, lo reitero, el objetivo principal de la 
Audiencia, es escucharlos a ustedes que nos ayuden 
a alimentar este proyecto de ley y que el Congreso, 
pueda entregar una Norma acorde con la realidad 
de los procedimientos que se quiere establecer en 
los procesos de arbitrajes a nivel ejecutivo. Luis 
Arcesio García Perdomo, tiene el uso de la palabra 
hasta por cinco minutos.

La Presidencia concede el uso de la palabra al 
doctor Luis Arcesio García Perdomo, Centro de 
Arbitraje y Conciliación:

Primero, quiero agradecer a los doctores Ana 
Paola García Soto, Presidenta de la Comisión 
Primera; Juan Sebastián Gómez González, 
Vicepresidente y al doctor Hernán Sánchez León, 

Ponente del proyecto e igual a todos los ilustres y 
conocidos árbitros y Ponentes, que nos acompañan.

Voy a hacer como una estructura muy general de 
lo que significa, de lo que está pensando, de lo que 
piensa, o lo que la inteligencia del proyecto de forma 
muy concreta por el tiempo. Miren, el proyecto de 
ley tiene la capacidad o la inteligencia de ubicar un 
problema, un problema de congestión judicial que 
lleva más de 20 años sin que tenga una estructura 
inteligente, que sea capaz de manera permanente de 
descongestionarlo, que son los procesos ejecutivos 
que significan el 70, 72% de la congestión. Esa 
estructura es capaz, de manera permanente, de 
resolver en parte un problema de congestión judicial 
muy complejo. Yo digo que tengo un hijo mayor 
que tiene 25 años, que es un proceso hipotecario que 
no he podido rematar, es absolutamente increíble y 
mi hijo mayor ya 24 años, ya terminó de derecho, 
ciencia política y no he podido terminar el proceso, 
para que sepan la dimensión de la problemática de los 
procesos ejecutivos. 

Es importante que tengan en cuenta que el proyecto 
de ley, ha sido un proyecto de ley socializado dentro de 
la comunidad académica, dentro de muchos sectores 
de la Academia, pues ya tiene un antecedente que 
es el Proyecto de Ley número 224 de 2018, 119 del 
2021, dentro de esos procesos se han hecho análisis 
profundos, constitucionales, jurídicos, hemos discutido 
en varios Foros, en varias oportunidades incluido 
el Congreso, la manera como se debe estructurar el 
proyecto, su constitucionalidad, su ajuste a diferentes 
Sentencias de la Corte Constitucional y es un proyecto 
que, a nuestro juicio y de muchos académicos, ya está 
listo para que sea ley de la República. 

Yo he trabajado más de 15 años en estructurar 
esta iniciativa de proyecto de arbitraje, para procesos 
ejecutivos, estructuré el Proyecto de Ley número 224 
de 2018, 119 de 2021, lógico, con la ayuda de muchos 
de los que están aquí presentes que han colaborado 
de forma definitiva, las Cámaras de Comercio lo 
han hecho, para que el proyecto de ley se ajuste a la 
Constitución y se ajuste a los canales generales de lo que 
es el procedimiento general en un proceso ejecutivo. 

Mire, el proyecto de ley está pensado para que cree 
la estructura procesal necesaria para que haya arbitraje, 
porque en el arbitraje pues no hay un tribunal, sino que 
hay que constituir un tribunal y además, está estructurado 
de tal manera que el lenguaje del proceso ejecutivo 
arbitral, no sea ajeno al lenguaje normal o tradicional 
para que los abogados no se compliquen. Es decir, él 
se guía o se orienta por todas las reglas generales del 
procedimiento normal, él solo utiliza en su estructura la 
parte que es necesaria para que haya arbitraje, el resto 
es cualquier abogado va a saber que son diez días de 
traslado, que las excepciones. O sea, es un proceso, es un 
proyecto de ley que es muy amigable con los litigantes, 
porque no va a ser quien litigue en esto que sea un 
experto especialmente en arbitraje.

El proyecto de ley, crea una estructura 
permanente que garantiza a las personas el acceso a 
la Administración de Justicia, sin que ello implique 
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muy importante esto, esto no le implica un costo para 
el Estado, estamos hablando de una estructura que 
va a utilizar el espíritu del artículo 116, que permite 
que el arbitraje se extiende a muchas materias 
distintas a las que ya existen tradicionalmente, entre 
ellas el arbitraje ejecutivo. Concretamente, eso 
fue lo que dijo la Corte. La Corte Constitucional, 
dijo en la Sentencia que ya conocemos que es la, 
no me acuerdo cuál es en este momento, la 224 no 
me acuerdo del 99, 95, lo que dice concretamente es 
que, en Colombia no hay arbitraje ejecutivo porque 
le falta un requisito de Constitucionalidad, ¿cuál es? 
Que haya una ley que lo reglamente, eso es lo que 
dijo concretamente la Corte Constitucional. 

Qué pena, que no me vaya a demorar más de la 
cuenta, porque aquí los presentes saben que cuando 
yo empiezo a hablar de este tema, no me para nadie. 
Bueno el proyecto de ley, al mismo tiempo genera 
descongestión, no le cuesta nada al Estado y además, 
además tiene la capacidad o la inteligencia, que 
promueve la generación de ingresos para la Rama 
Judicial, a través de la contribución especial arbitral 
que trata el artículo 16 de la ley, del artículo 26 al 23 
de la Ley 1743 del 14. Entonces, yo digo tenemos 
un proyecto de ley que quiere, que resuelve de 
manera permanente la congestión judicial, tenemos 
un proyecto de ley que no le cuesta nada al Estado y 
tenemos un proyecto de ley, que además se jacta. Yo 
lo digo con profundo respeto, de generar ingresos 
para la Rama Judicial, para la modernización de la 
Rama Judicial. Entonces, yo digo que es un proyecto 
de ley ganador, es un proyecto de ley importante, va 
a generar descongestión.

Presidente:
Dos minutos, por favor.
Continúa con el uso de la palabra el doctor Luis 

Arcesio García Perdomo, Centro de Arbitraje y 
Conciliación:

Hay una parte que es de la vanidad no, porque el 
arbitraje ejecutivo doméstico que es muy importante, 
organizado bajo el marco legislativo específico, el 
arbitraje ejecutivo doméstico organizado bajo un 
marco legislativo específico, tendrá el potencial de 
convertirse en el modelo único a nivel mundial. 

Esta singularidad, le conferirá una proyección 
internacional significativa, posicionando a Colombia 
como pionera en el ámbito de la resolución 
alternativa de conflictos y servirá de referencia, para 
todos los países en especial de América Latina, que 
adopten este sistema innovador. Entonces, además 
en ninguna otra parte del mundo existe eso honorable 
Representante, esto es bastante importante. Ya los 
dejo de esa manera, muchas gracias y qué pena que 
me demoré un poquito.

Presidente:
No señor, doctor Luis muy amable por su 

Ponencia y le pedimos el favor, tanto a usted como 
a quienes van a intervenir, nos puedan dejar sus 
Ponencias o al correo de la Comisión, o si la tienen 
en físico, con la Secretaria. 

Carlos Enrique Gutiérrez, tiene el uso de la 
palabra hasta por cinco minutos. 

La Presidencia concede el uso de la palabra 
al doctor Carlos Enrique Gutiérrez, Universidad 
Externado de Colombia:

Yo vengo de la Academia, vengo de la Universidad 
Externado Colombia del consultorio jurídico. Los 
felicito de todas maneras con este proyecto de 
ley, porque va a ser muy importante, sin embargo, 
tenemos que mirar el acceso a la justicia de todas 
las personas y esta ley, solamente va a favorecer es 
a aquellas personas que puedan acceder al arbitraje 
como mecanismo de resolución de conflictos, ¿y qué 
pasa con las personas que no cuentan con recursos 
económicos para acceder a esta figura? No obstante, 
que existe el famoso arbitraje social, que implica 
necesariamente que las personas que no cuenten 
con los recursos económicos puedan acceder a esta 
figura, ya sea a través de como lo dijo la Ley 2113 
de 2021, la ley de Consultorios Jurídicos, a través 
de los consultorios jurídicos y por eso, existe una 
Norma que autoriza a los estudiantes de consultorio 
jurídico para que puedan intervenir en el arbitraje 
social.

Sería muy importante que esta Norma, que este 
proyecto de ley entre a regular y a consagrar esta 
posibilidad, porque vuelvo y repito, no todas las 
personas tienen la capacidad económica para acudir 
al arbitraje, ya que es un mecanismo de resolución de 
conflictos, obviamente. Pero, pagado por las partes, 
es una justicia en la cual los interesados pagan, a 
diferencia de lo que contiene la Constitución en 
virtud del cual, el acceso a la justicia, es un servicio 
público a cargo del Estado. Entonces, miran esa gran 
modificación que se presenta y por lo tanto, la ley sí 
debería entrar a regular. 

Estamos diciendo que, el artículo que habla en el 
proyecto de ley sobre el arbitraje social, debería ser 
como reformado no, para incluir la posibilidad del 
arbitraje social, pero no como unas jornadas como 
dice ahí, unas jornadas que puedan hacer los Centros 
de Arbitraje, sino que sea una actividad permanente 
para que todas las personas tengan la posibilidad de 
acudir a la justicia. Además, pues tenemos que ver 
obviamente el asunto del Pacto Arbitral, que eso es 
muy claro, si no hay Pacto Arbitral, pues obviamente 
no vamos a hacer absolutamente nada, porque las 
personas no podrían acudir a este mecanismo y 
tendríamos que seguir con la congestión de los 
despachos judiciales. Eso es básicamente, lo que 
nosotros presentamos y por eso les agradezco la 
invitación y muchas gracias.

Presidente:
A usted doctor Carlos Enrique, gracias por su 

participación. Pedro Elías Morales, tiene el uso de 
la palabra hasta por cinco minutos, Asodefensores 
de Movilidad.

La Presidencia concede el uso de la palabra 
al doctor Pedro Elías Morales, Asodefensores de 
Movilidad:

Muy buenos días. Un cordial saludo para todos 
los Representantes y demás asistentes. Mi nombre 
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es Pedro Morales, representante de Asodefensores 
de Movilidad. En primer lugar, aplaudimos 
positivamente esta iniciativa, considerando que 
constituye un acceso a la justicia.  La justicia, 
realmente está muy congestionada y tenemos 
grandes dificultades. Queremos proponer, 
incorporar un artículo que extienda la protección de 
los consumidores y usuarios, en todas las relaciones. 
Por ejemplo, en todos los conflictos derivados del 
consumo, en estricto sentido. 

Para el caso que nos ocupa, como representante 
legal de Asodefensores de Movilidad, proponemos 
que cubra todo lo relacionado con el tránsito y 
transporte terrestre, los derechos de los actores de 
movilidad. Es decir, los peatones, los conductores, los 
agentes de tránsito, las motocicletas, las bicicletas y 
en general todos los vehículos, porque consideramos 
que tenemos una extensa normatividad, pero que 
realmente cuando nos vemos afectados en estos 
conflictos, no encontramos salida. Vemos que nos 
protege la Ley 906, la Ley 1564 de 2012, la Ley 1826 
de 2017 y definitivamente una cantidad de normas, 
pero nos encantaría que realmente pudiéramos 
vincular este artículo. Considero que es importante 
incorporarlo en el proyecto de ley, Normas que 
establezcan expresamente que las partes interesadas, 
puedan acudir al arbitramiento para resolver este 
tipo de conflictos, como mecanismo de protección a 
los actores de movilidad. Muchas gracias.

Presidente:
Gracias a usted doctor Pedro Elías. ¿Gustavo 

Piedrahíta? María Angélica Munar, Centro de 
Arbitraje y Conciliación de la Cámara de Comercio 
de Bogotá, tiene el uso de la palabra hasta por cinco 
minutos, inicialmente.

La Presidencia concede el uso de la palabra 
a la doctora María Angélica Munar, Centro 
de Arbitraje y Conciliación de la Cámara de 
Comercio de Bogotá:

Muchísimas gracias honorable Representante 
y a la Cámara de Representantes, por auspiciar 
este espacio. La intervención se centrará en cuatro 
aspectos relevantes para el Centro, y lo primero es 
dejar un mensaje a los honorables Representantes, 
sobre el carácter complementario del arbitraje. Si 
bien el arbitraje, se ha planteado en los últimos 
tiempos como una medida de sustitución de la 
jurisdicción permanente, esa no es su lógica. 

Su lógica es, complementar la oferta de servicios 
de acceso a la justicia, es decir, que más personas, 
más ciudadanos, tengan posibilidad de acudir a otras 
opciones de solución de controversias. Como bien lo 
señalan, es una posibilidad que considera un pago, 
pero tiene una posibilidad de ser gratuito a través 
del arbitraje social y lo que pretende el mecanismo 
en sí mismo, no es sustituir, reitero es complementar 
la oferta de Administración de Justicia que, mucha 
falta hace.

Para ese fin, lo que se hace en el proyecto de ley 
y lo que se ha buscado es hacer una resignificación 
del arbitraje actual. Es decir, la incorporación del 

arbitraje ejecutivo no contempla las posibilidades 
que actualmente tiene el arbitraje tal como está 
creado. Este arbitraje, constituye una nueva forma de 
aplicar el arbitraje, es una innovación implementada 
en este esquema de justicia y además, conlleva y 
requiere otro tipo de aliados importantes, que están 
como lo sabemos en el proyecto de ley, en el rol de 
los Centros de Arbitraje. Es decir, en este proyecto 
de ley hay unos aliados importantes en el marco de 
la Administración de Justicia, que son los Centros 
de Arbitraje y no solamente, los centros camerales, 
toda la red de Centros de Arbitraje de todo el país 
y todos los Centros de Arbitraje, que se llegasen a 
crear en el futuro. 

Este rol de los Centros, que se modifica y digamos, 
se complementa y se resignifica en el proyecto de 
ley, es fundamental para tratar asuntos que hoy 
son problemáticas de la Jurisdicción Ordinaria y 
corresponde a todo el esquema operativo del proceso 
ejecutivo. Es decir, tener toda una infraestructura 
operativa que acompañe ese hacer que no está 
relacionado con la labor del juez quien decide de 
fondo, sino que lo que busca es complementar 
todas las actividades operativas relacionadas con 
remates, relacionadas con actuaciones específicas 
que requieren quien administra justicia, pero que 
no pretenden distraerlo de su rol fundamental de 
Administración de Justicia y el rol de los Centros de 
Arbitraje va a ser fundamental para ese fin. 

Respecto de las mejoras que trae, digamos, frente 
a las situaciones actuales, es claro que hay una 
posibilidad del arbitraje para que este mecanismo 
sea mucho más eficiente de lo que ya es y es que 
el proyecto de ley, incorpora la posibilidad para 
que los mismos laudos arbitrales sean ejecutados a 
instancias de los árbitros, eso hoy en día no sucede. 

Y por lo tanto, complementar el mecanismo para 
que podamos a través de esta ley, también ejecutar 
los laudos arbitrales en el marco del arbitraje, pues lo 
que hace es que la ruta de quien optó por el arbitraje, 
pues sea mucho más eficiente al no tener que acudir a 
la Jurisdicción permanente. Yo entiendo, que existen 
manifestaciones específicas respecto del arbitraje 
y la posibilidad que tiene de limitar el acceso a la 
justicia por lo que nosotros creemos, es que ello no 
es así en la medida en que quien pacta arbitraje ha 
considerado previamente, cuáles son las condiciones 
del funcionamiento del arbitraje. Como lo establecí 
al principio, esta no va a ser una sustitución de la 
Jurisdicción permanente. Por lo tanto, quien quiera 
acudir a la Jurisdicción va a poder hacerlo. 

También es muy importante resaltar, que en el 
marco del proyecto se preserva la voluntariedad del 
Pacto Arbitral. Es decir, la posibilidad de acudir al 
arbitraje y no es impositiva hacia los consumidores, 
que creo que es uno de los esquemas más complicados 
y de los asuntos más difíciles de la Norma y por lo 
tanto, este proyecto cuida mucho esa lógica en el 
sentido de mantener la voluntariedad del arbitraje 
y la posibilidad de que solo acudan a él, quienes 
realmente estén conscientes de hacerlo. De este 
modo señor Representante, dejo mi intervención.
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Presidente:
Mil gracias doctora María Angélica. ¿Óscar 

Samuel González? Doctora Francesca Cifuentes, 
Arbitro Nacional Miembro de la Comisión de 
Arbitraje de la Cámara de Comercio de Bogotá, 
tiene hasta por cinco, minutos doctora Francesca.

La Presidencia concede el uso de la palabra 
a la doctora Francesca Cifuentes, Arbitro 
Nacional, miembro de la Comisión de Arbitraje 
de la Cámara de Comercio de Bogotá:

Buenos días honorables Representantes. Ante 
todo, quiero agradecer la invitación para hablar de 
este importante proyecto. Debido pues al tiempo, 
voy a dividir mi intervención en dos partes: la 
primera, va a ser referente a lo que veo positivo del 
proyecto de ley y lo segundo, los aspectos que creo 
que los honorables Representantes, podrían digamos 
debatir un poco más para mejorar el proyecto de ley. 
Y me voy a referir a aspectos muy puntuales y no 
generales.

En primer lugar, quiero destacar que este 
proyecto de ley, en este proyecto de ley queda 
blindada la voluntad del consumidor respecto a su 
adherencia o no al Pacto Arbitral y de esta manera 
queda digamos, de acuerdo también con lo que 
estableció la Sentencia de la Corte Constitucional 
C-1140 del 2000. Por ejemplo, el hecho de que 
exista una disposición que exige que la cláusula 
arbitral esté en un documento diferente al Título 
Ejecutivo, garantiza efectivamente los derechos 
del consumidor y les permite decidir a ellos, si 
quieren o no adherirse después de ser debidamente 
informados.

Y en segundo lugar, la estructura procesal está 
muy bien diseñada, son tiempos cortos y esto va 
acorde también con esa temporalidad que establece la 
Constitución Política, que acompaña a los procesos 
arbitrales. El árbitro es, un particular que administra 
justicia de manera temporal, no tendría sentido que 
se le diera, se le asignaran procesos que duran años, 
porque esa no es la naturaleza del arbitraje. 

En tercer lugar, algo que me parece muy 
relevante de este proyecto es que no pueda digamos, 
sucederse procesos si no hay un pago inicial que 
es el estimado por los Centros de Arbitraje, que 
luego pues es ajustado o es aprobado por el tribunal 
arbitral. Ese es un problema al que nos enfrentamos 
en el arbitraje del estatuto arbitral, que digamos la 
parte del pago va muy adelantada, va muy adelante 
cuando ya fracasa la conciliación y esto genera 
que, por ejemplo, el arbitraje se utilice como un 
mecanismo para presionar a la otra parte, para 
forzar conciliaciones. El hecho de que acá, se exija 
que se pague antes de que empiece el proceso, es 
absolutamente positivo.

Bueno, ahora frente a puntos específicos que 
creo que deberían ser considerados para el debate, 
el artículo 2° del proyecto de ley al definir el Pacto 
Arbitral como un negocio jurídico que abarca tanto 
la ejecución de los títulos ejecutivos, como las 
controversias derivadas del negocio subyacente, 

puede plantear ciertas problemáticas porque las 
controversias subyacentes, pueden tener que ver 
con temas como interpretación del contrato, validez 
del contrato y eso no podría irse por un proceso 
ejecutivo, debería haber digamos una claridad frente 
a qué se va por proceso ejecutivo y qué se va por 
proceso declarativo. Entonces, eso como primera 
medida.

En segundo lugar, la regulación de una cláusula 
compromisoria abierta que está regulada en el 
párrafo dos del artículo 2° del proyecto de ley, 
también genera interrogantes, porque los procesos 
ejecutivos están orientados como sabemos, hacia 
obligaciones que son ciertas, que son expresas, que 
son exigibles y cuando nos referimos a una cláusula 
abierta a obligaciones futuras, eso digamos puede 
deslegitimar el arbitraje, puede generar como otras 
nuevas controversias de si es así eran obligaciones 
ciertas o no. Entonces, esa cláusula compromisoria 
abierta me parece que puede plantear ciertos 
problemas.

En tercer lugar, considerando las cifras actuales 
de los procesos ejecutivos y el rol que van a tener 
los Centros de Arbitraje, considero que debería 
discutirse, cómo progresivamente estos Centros de 
Arbitraje van a asumir esta nueva carga, porque no 
solamente van a seguir apoyando logísticamente 
toda la tarea de arbitraje, sino que también van a 
asumir las secretarías y es posible que se desborden 
y que esos ingresos que les entran por concepto de 
los ejecutivos, no sean suficientes para poder crear 
esa capacidad de infraestructura de personal que 
necesitan para poder llevar las secretarías. 

Entonces hay que pensar muy bien dejarlo claro 
en la ley que va a ser algo progresivo, así luego 
a través de un Decreto Reglamentario, pues se 
reglamente pero tiene que quedar muy claro también 
que es progresivo, pensando también en los centros 
más pequeños. Además, dado que el proyecto de 
ley le asigna esa función secretarial a los Centros, 
también habría que asegurarse que estas funciones 
no sean actuaciones de naturaleza jurisdiccional, 
teniendo en cuenta el antecedente de la Sentencia 
C-1038 de 2002. 

De otro lado, la figura de árbitro de medidas 
cautelares previas, me parece que tiene todo el sentido 
cuando no se ha integrado el Tribunal Arbitral. Pero, 
si ya se ha integrado tener dos árbitros, el ejecutor 
y el de medidas cautelares que está durante todo el 
proceso, puede generar una duplicidad, mayores 
costos, restarle como autoridad al árbitro ejecutor 
que es quien debe llevar todo el proceso. Entonces 
digamos, que también ese punto sería interesante 
que lo revisara la Cámara. De otro lado, la referencia 
a un compromiso arbitral puede comprometer la 
eficacia de este tipo de procesos, porque se corre el 
riesgo de que el deudor ya tenga conocimiento de 
la existencia de una posible ejecución en su contra 
antes de que se hagan efectivas las…

Presidente:
Dos minutos.
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Continúa con el uso de la palabra la doctora 
Francesca Cifuentes, Arbitro Nacional, miembro 
de la Comisión de Arbitraje de la Cámara de 
Comercio de Bogotá:

Bueno, entonces bueno, este también es un punto 
que habría que ver, qué tan eficiente es tener un 
compromiso arbitral. Igualmente, en lo referente al 
pago el artículo 14 del Parágrafo primero establece 
que, si el demandante no realiza el pago, se le dan 
diez días más al demandado para pagar. A mí me 
parece que este tiempo lo único que hace es dilatar 
el proceso y no es nada realista que el ejecutado 
vaya a pagar él, el proceso por medio del cual lo van 
a ejecutar.  Entonces, también revisaría este artículo 
para ver si es eficiente o no tenerlo.

De otro lado, si bien el proyecto de ley establece 
términos ágiles, el hecho de que a los 12 meses, 
si no hay ejecución se devuelva al juez ordinario 
puede generar también muchas dilaciones y que 
el juez vuelva a tener que empaparse del proceso, 
entonces podría verse qué tipo de, dependiendo 
de la complejidad que se mantenga los 12 meses, 
pero si es un caso muy complejo de embargos 
múltiples, medidas cautelares complejas se pueda 
excepcionalmente alargar un poco ese plazo para 
que no se devuelva al juez y que también los Centros 
de Arbitraje, estén ahí supervisando que no se vayan 
a correr de estos términos.

Finalmente, está en el proyecto de ley, está el 
artículo 3º y 4º que hablan de los derechos de los 
consumidores. A mí me asalta un poco la duda, si a 
través de estos artículos también se está regulando 
un poco el arbitraje de consumo. Sabemos que 
el Consejo de Estado en su Sentencia del 2022, 
exhortó al Legislativo para que regulara de manera 
específica todo lo referente al arbitraje de consumo. 
Pero, no entiendo bien si al incorporar estos 
artículos, todo lo que tenga que ver con arbitraje de 
consumo, también se regularía a través de la figura 
del arbitraje ejecutivo. 

Finalmente, para culminar y eso está pues en la 
intervención que ya mandé, un poquito la estructura 
del proyecto de ley tal vez se podría mejorar, 
empezando por tener las definiciones muy claras, un 
Artículo en el que estén todos los supuestos en los 
cuales se puede ir a arbitraje ejecutivo, porque ahora 
los veo un poco regados a lo largo del Proyecto, bajo 
el título de Pacto Arbitral, luego…

Presidente:
Un minuto para terminar, doctora.
Continúa con el uso de la palabra la doctora 

Francesca Cifuentes, Arbitro Nacional, miembro 
de la Comisión de Arbitraje de la Cámara de 
Comercio de Bogotá:

Entonces, no, simplemente ya para terminar, me 
parece que está un poco disperso en los supuestos 
y los supuestos son fundamentales y hay unos que 
están bajo la definición de Pacto Arbitral, hay otros 
que están más adelante, ejecución del laudo arbitral 
entonces todo tiene que estar compensado en uno. 

Hay dos capítulos, uno de proceso y uno de 
trámite, yo haría uno solo que vaya desde la 
presentación de la demanda hasta la anulación y la 
revisión, no los dividiría en dos. Y finalmente, ya un 
capítulo del rol de los Centros de Arbitraje, me parece 
muy importante y al final, todos los procedimientos 
especiales, yo desarrollaría el de arbitraje virtual y 
pues los demás que ustedes ya tienen.

Presidente:
Gracias doctora Francesca, usted nos puede 

dejar su Ponencia, gracias, muy amable. El doctor 
Jorge Villegas, Vicepresidente Jurídico Cámara de 
Comercio de Medellín, hasta por cinco minutos.

La Presidencia concede el uso de la palabra 
al doctor Jorge Villegas, Vicepresidente Jurídico 
Cámara de Comercio de Medellín - Antioquia:

Buenos días para todos y todas. Muchas gracias 
a la Mesa Directiva de la Comisión Primera, por 
esta oportunidad de socializar algunas experiencias 
y análisis realizados alrededor de lo que han sido 
los proyectos, este tercer proyecto ya sobre este 
tema que hemos venido trabajando de tiempo atrás. 
Nosotros desde las Cámaras de Comercio, pues 
hemos venido apoyando el proyecto en la medida en 
que tenemos una amplia experiencia en el manejo 
de los métodos de solución de controversias, todos 
los Centros tienen pues los primeros ya más de 35 
años de experiencia, en el manejo de este tipo de 
métodos.

Entonces, es un aprendizaje bien importante 
que se pone a disposición de la comunidad para la 
solución, ahora de este tipo de controversias. Lo otro 
que quiero resaltar, para no ser reiterativo en lo que ya 
han dicho mis antecesores acá en las intervenciones, 
es en todo este análisis y la estructuración del 
Proyecto, que ha sido muy cuidadoso en incluir, 
unos mecanismos de protección de ciertos grupos 
sociales y es importante resaltar, en el caso por 
ejemplo de los procesos hipotecarios; la protección 
de los menores que habiten los inmuebles, pudiesen 
ser objeto de algún proceso hipotecario. 

Adicionalmente, la comunidad de consumidores 
en general, es una novedad la forma en que 
en este proyecto, se desarrolla el principio del 
consentimiento informado. Hay otros marcos 
normativos, en el marco normativo colombiano hay 
otras instituciones del consentimiento informado, 
pero aquí ya hay unos elementos que le van dando una 
individualización bien importante, para la protección 
de los consumidores. Está también el tema de los 
costos, ahora se mencionaba el arbitraje social de 
pronto extender algo de ese beneficio, pero hay que 
tener en cuenta que los acreedores institucionales, 
no solamente las entidades financieras, sino otros 
cobradores institucionales que otorgan financiación 
o crédito, tienen la carga de los costos del proceso, 
ese es un mecanismo también de protección de esas 
poblaciones digámoslo, más vulnerables desde el 
punto de vista económico.

Adicionalmente, tenemos el tema de todo lo que 
tiene que ver con la posibilidad durante el proceso 
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de darlo por terminado anticipadamente, bajo otra 
figura, otro método de solución de controversias que 
es la conciliación. Entonces finalmente, creo que sí 
ha sido muy cuidadoso en establecer una serie de 
mecanismos que le den un equilibrio a la Norma, 
para efectos de evitar posiciones dominantes. Ahí 
está también el mecanismo para evitar conflictos de 
interés, de aquellos cobradores institucionales, no 
pueden hacer parte de los Centros que operarían el 
arbitraje de ejecución. 

Entonces, quería hacer simplemente énfasis en 
esos mecanismos, creo que se ha considerado una 
gama importante de mecanismos de protección de 
distintos grupos sociales y económicos, para efectos 
de la utilización de la figura, cuyo objeto principal 
como se ha mencionado ampliamente, es contribuir 
a la descongestión de la justicia. Quería hacer énfasis 
simplemente en esos mecanismos de protección, para 
resaltar que ha sido un proyecto muy equilibrado en 
su estructura y en su arquitectura. Muchas gracias.

Presidente:
A usted gracias doctor Jorge. La doctora María 

Paula Álzate, Cámara de Comercio del Oriente 
Antioqueño, hasta por cinco minutos.

La Presidencia concede el uso de la palabra 
a la doctora María Paula Álzate, Centro de 
Conciliación Arbitraje Amigable Composición de 
la Cámara de Comercio del Oriente Antioqueño:

Muy buenos días a todos los presentes. Muchas 
gracias por la invitación a la Mesa Directiva de la 
Comisión Primera Constitucional Permanente de 
la Cámara de Representantes. En representación 
del Centro de Conciliación Arbitraje Amigable 
Composición de la Cámara de Comercio del Oriente 
Antioqueño, me permito dar unos aspectos claves 
que hacen precisa la implementación del arbitraje 
ejecutivo conforme se encuentran concebidos en el 
Proyecto de Ley número 211 de 2024 en Cámara y 
08 del 2023 en Senado. En virtud de ello, esas claves 
que nos da este proyecto de ley nos ayudarían a 
descongestionar de manera efectiva nuestro sistema 
actual judicial, como una vía ágil y especializada que 
nos lleva a resolver este tipo de controversias, de una 
manera relevante en el entorno social, contribuyendo 
a una justicia más accesible y oportuna. 

En virtud de lo que se mencionaba anteriormente, 
respecto de las tarifas que podrían regular el arbitraje 
ejecutivo, esas tarifas lógicamente tendrían un 
acercamiento a la sociedad desde el arbitraje social, 
desde implementar unas tarifas que sean viables 
para estos Centros de Conciliación Arbitraje que 
lo implementan. Así mismo, este proyecto de ley 
busca el respeto de la autonomía de las partes, busca 
proteger no solamente al consumidor, sino también 
busca proteger a aquellas personas que hacen parte 
o que serán ejecutadas para el cumplimiento de sus 
obligaciones. De tal manera, que es el acreedor 
quien, en este caso, realizaría como tal, el pago de 
los costos de las tarifas de arbitraje. 

Adicional a ello, se genera una optimización en 
la celeridad en los tiempos de resolución, para este 

proyecto de ley se plantea un plazo máximo de un 
año, esto genera una proporción de una solución 
rápida a las personas que no solamente buscan 
obtener el pago de sus acreencias, sino que también 
generan una herramienta ágil que garantiza la 
transitoriedad de la Administración de Justicia, que 
ostenta un árbitro. 

Así mismo, generaría un impulso para los 
Centros de Arbitraje a nivel nacional, no solamente 
para los Centros de Arbitraje más experimentados 
o que tengan una mayor capacidad operativa, 
sino también para aquellos pequeños y medianos 
Centros de Arbitraje, que buscan implementar y 
generar soluciones viables para la comunidad. Esto 
no solamente integraría soluciones para el sector 
empresarial, el sector industrial, sino también para el 
sector de recuperación de carteras a nivel nacional, 
e inclusive en territorios como el de nosotros en 
el Oriente Antioqueño, buscaría implementar unas 
herramientas eficaces para el cumplimiento de las 
obligaciones, que también integran ese sector rural.

La implementación de tecnología y accesibilidad 
en esta normativa, genera un componente que no 
solamente moderniza el sistema, sino que también 
facilita el acceso al arbitraje, democratizando su uso 
para una variedad de actores sociales y contribuyendo 
a una justicia moderna y adaptada a las necesidades 
actuales. Este proyecto, representa un paso firme 
y necesario en la justicia y en la administración 
actual que tenemos, que se requiere adaptar a las 
necesidades de nuestra sociedad. En virtud de lo 
anterior y a fin de suministrar los elementos, se 
aportará la opinión técnica que realiza nuestro 
Centro y agradecemos a la Comisión Primera por el 
tiempo otorgado.

Presidente:
Gracias a usted doctora María Paula. ¿El doctor 

Felipe García, se encuentra en plataforma? ¿Está 
conectado? De la Cámara de Comercio de Cali. 
Tiene el uso de la palabra doctor Felipe hasta por 
cinco minutos.

La Presidencia concede el uso de la palabra 
al Abogado Felipe García del Área de Arbitraje 
del Centro de Conciliación Arbitraje y de 
Composición de la Cámara de Comercio de Cali:

Agradezco nuevamente a la Mesa Directiva y 
le extiendo un saludo a los asistentes y expertos 
en este espacio, mi nombre es Felipe García, 
abogado A cargo del Área de Arbitraje del Centro 
de Conciliación Arbitraje y de Composición de la 
Cámara de Comercio de Cali, y quiero reiterar, que 
para este centro de arbitraje es de muy buen recibo 
este proyecto de ley en el cual, ojalá se lograra su 
implementación en el futuro y quisiera reiterar uno de 
los aspectos que han mencionado anteriormente y es 
el beneficio que tendrá en la descongestión judicial, 
dado que contribuye y específicamente hablando, 
digamos en la jurisdicción o en la ciudad de Cali, 
resultaría Esto muy beneficioso, porque actualmente 
contamos, para darles una cifra, con alrededor de 
treinta y siete juzgados civiles municipales, versus 
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diez juzgados de ejecución, lo cual obviamente esto 
redunda en una congestión judicial. 

Y retomando un poco las palabras de otros centros 
de arbitraje, pues que estos centros contribuyan 
desde una labor colaborativa de este trámite, pues 
obviamente es de muy avanzada. de igual manera, 
quisiera reiterar y ya para hablar específicamente 
de algunos aspectos del proyecto de ley, es la 
importancia que se tomó en el artículo 3° para dejar 
claro, los aspectos derivados de la habilitación de las 
partes al trámite arbitral. 

Para los Centros de Arbitraje, definitivamente es 
un aspecto muy importante la habilitación de ese 
trámite, para que no se presenten inconvenientes 
desde el inicio del procedimiento arbitral y creo 
que en este proyecto de ley, se ha dado total 
claridad en ese aspecto, reiterando pues el parágrafo 
tercero y cuarto de este artículo, respecto de ese 
deber de información que debe tener el acreedor, 
específicamente en los casos donde hay intervención 
de entidad financiera, donde el deudor pues debe 
conocer del uso de la aplicación, no solamente 
de la cláusula arbitral que va a suscribir, sino del 
procedimiento como tal. 

De igual manera quisiera reiterar otros aspectos 
que se tienen en cuenta, que quizás se toman 
desde la misma Ley Arbitral, Ley 1563 de 2012, 
quizás desde otras figuras que se traen de manera 
internacional, como lo es la incorporación en el 
artículo 7° del árbitro, que tendrá que resolver sobre 
medidas cautelares previas, creo que es algo que se 
estaba buscando desde hace mucho tiempo en su 
implementación en procesos arbitrales nacionales y 
sí en este específico, pues obviamente generaría una 
celeridad en el procedimiento como tal. De igual 
manera quisiera resaltar la importancia del acceso 
a este nuevo servicio y digamos la importancia que 
tienen los Centros de Arbitraje y establecer muy 
bien ¿cuál va a ser la dinámica que van a tomar los 
mismos? O el papel que van a tomar los mismos, en 
el desarrollo de ese procedimiento arbitral ejecutivo 
y para eso, quiero centrarme en dos puntos. 

El primero, sobre el manejo de las tarifas, me 
parece que está muy bien que el proyecto permita 
la posibilidad a los centros que puedan manejar esas 
tarifas, lo cual puede generar obviamente ventajas 
respecto de la prestación del servicio. Y también 
quisiera mencionar otro aspecto que considero es 
importante, que se tuvo en cuenta en este proyecto 
de ley en el artículo o mejor en el Título II sobre 
arbitraje social. Creo que definitivamente en este 
tipo de procedimientos se debe tener en cuenta 
este aspecto para el sector vulnerable no es óbice, 
pues teniendo en cuenta que el proyecto de ley ya 
manifiesta, quien asumiría las cargas en temas de 
honorarios y gastos de este procedimiento. Pero 
creo que es muy acertado que se tenga en cuenta el 
arbitraje social para este aspecto. 

Finalmente y a manera de recomendación, sí 
consideraría importante que se pudiera revisar 
en detalle el rol del Centro de Arbitraje, en temas 

de los cambios en infraestructura que tendría 
que tener ese Centro de Arbitraje, que se pueda 
dar de manera progresiva la implementación de 
este procedimiento, tomando no solamente como 
referencia a los Centros de Arbitraje de Cámara de 
Comercio, sino la totalidad de Centros de Arbitraje o 
que hacen parte de la red de centros de conciliación 
de arbitraje del país, dado que esto sí sería un cambio 
que representaría muchas o mejor que valga la 
redundancia, presenta cambios en la infraestructura 
del centro, entonces sí quisiera que se tuviera en 
cuenta una revisión un poco más profunda del 
artículo 10, para que se pueda dinamizar y prestar 
de buena manera pues este servicio de arbitraje 
en procesos ejecutivos. Agradezco nuevamente el 
espacio de esta intervención y hasta aquí sería mi 
discurso, muchas gracias.

Presidente:
Gracias a usted doctor Felipe. Doctor Eduard 

Javier Mora tiene el uso de la palabra hasta por 
cinco minutos.

La Presidencia conceda el uso de la 
palabra al doctor Eduard Javier Mora Téllez, 
Superintendente Delegado para las Funciones 
Jurisdiccionales:

Bueno, muy buenos días a todos, Representante 
Sánchez, a todos gracias por invitar a la 
Superintendencia en este espacio. Creo que es muy 
importante y ¿por qué razón? La Superintendencia 
puede ser un buen referente, para mostrar que 
este proyecto de verdad, puede ser la viabilidad 
de una descongestión efectiva y hablo a título de 
que la Superintendencia Financiera, en su función 
jurisdiccional, desde el año 2012, en ejercicio de la 
acción de protección al consumidor financiero, lo 
que ha mostrado es que la tendencia del volumen 
de consumidores siempre va en aumento.  Yo les 
cuento, el año pasado para esta época teníamos 
más o menos cinco mil demandas admitidas, hoy 
tenemos diez mil. 

Es decir, si ustedes ven, progresivamente lo que 
busca este mecanismo en el arbitraje y que se está 
haciendo ya viable en la Superintendencia, como 
autoridad administrativa con función jurisdiccional, 
sí proporciona un medio para descongestionar y 
una habilitación efectiva, ágil, especializada, que 
permite que los consumidores usuarios puedan 
tener el acceso a que solucione sus controversias. Si 
ustedes miran las estadísticas pues, es muy amplio 
el margen de los procesos ejecutivos, tener esos 
canales permiten que el desarrollo sea efectivo. 
Ahora mírenlo como referente, el referente es, si 
se le da publicidad, si se le da entendimiento, si las 
personas lo conocen, obviamente van a llegar al 
mecanismo. 

Creo que el primer punto importante que quiere 
la Superintendencia llamar la atención, es de 
acuerdo con el proyecto, pero hagan el ejercicio 
como tal y es que esta función, tiene que gozar de la 
publicidad, donde todas las personas las del común 
tengan el acceso, porque la mayoría de esos procesos 
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ejecutivos como tal, pues van a estar en la condición 
de que son personas de a pie y que el mecanismo 
les sea útil, lo deben conocer y entender. Entonces 
es la primera pauta que creo, que quiero que tengan 
en cuenta. 

También hay que tener en cuenta que este modelo, 
de que un tribunal, el arbitramiento tenga función 
judicial frente a los procesos ejecutivos, puede ser 
un referente a futuro, hoy la función jurisdiccional 
en autoridades administrativas, me refiero a la 
acción de protección al consumidor, está limitada 
a procesos declarativos por disposición legal. 
Pero si esto funciona, creo que es el canal para 
que se muestre, por qué no aplicarlo también a las 
autoridades administrativas y el espectro crecería 
y la solución a los consumidores sería más grande. 
Ahora ente especializado, ahí lo tenemos, un 
buen referente, un buen ejercicio y la ampliación 
de lo que busca el proyecto: solucionemos, 
descongestionemos, administremos justicia 
efectiva, creo que es muy importante y un 
referente que quiero traerles a colación. 

Ahora, las bondades que podemos traer 
también como referente, es ya entremos en 
un proceso netamente virtual, en un proceso 
netamente automatizado, donde la efectividad 
de la competencia sea a nivel nacional y que de 
esta manera el arbitraje se vuelva en el boom de 
la descongestión e insisto, referente para que se 
pueda ampliar a las autoridades administrativas, 
igualmente. Insisto es porque creo que es muy 
valioso, por eso la efectividad del proyecto 
como está y que se generen espacios como éstos, 
donde cualquier detalle que se pueda matizar en 
un comienzo, se pueda solucionar, abre muchas 
puertas.

En relaciones de consumo, muy importante 
la información, por favor el espacio de que el 
consumidor sepa que puede acudir, es interesante, 
es decir, en contratos de adhesión que se imponga, 
sería algo muy complicado, por eso frente a esas 
relaciones de consumo donde quien se adhiere 
es la masa, la información no solamente se 
tiene que dar con la firma en un documento, que 
normalmente un consumidor no lee, sino una 
buena información, llegarles. Que él comprenda 
que va a llegar allá, pero todo esto depende de 
que el ejercicio sea completo, es decir, que le 
demuestren ¿cómo funciona la cadena de valor? 
Es decir, los costos ¿quién va a ser el árbitro? 
¿cómo funciona? Los mismos resultados van a 
mostrar más adelante, que otros consumidores 
se interesen, mostrar esa estadística relevante, 
porque lo que queremos es hacer país y hacer país 
es mostrar que la descongestión funciona.

Importante y ya como para terminar, 
transparencia en la designación de los árbitros, 
creo que es muy relevante. Los procedimientos de 
remisión a la jurisdicción ordinaria, de acuerdo 
a lo que está previsto en unos artículos, es muy 
importante también, porque no puede ser que este 
mecanismo en algún momento se vuelva en una 

talanquera, que lo que conlleve es, que vuelvan 
los procesos a los juzgados, eso sería el peor 
escenario, yo sí creo que es muy relevante que eso 
se revise bien y que el canal sea de parte y parte. 

Hoy se está trabajando por parte del Ministerio 
de Justicia, en un tema de interoperabilidad 
entre autoridades administrativas y con la Rama 
Judicial, el arbitramiento también tendría que 
ser parte de esto, porque lo que se intenta es que 
haya interoperabilidad entre la rama judicial, 
particulares y autoridades administrativas, que 
ejerzan este tipo de funciones. Este es el mensaje 
general, el desarrollo yo creo que se puede ampliar 
mucho más y agradece la Superintendencia el 
espacio, muchas gracias.

Presidente:
A usted doctor Eduard y reitero el favor de 

quienes han intervenido, nos puedan dejar sus 
ponencias, bien sea, al correo de la Comisión, lo 
recuerda mi doctora Amparo.

Secretaria:
debatescomisiónprimera@cámara.gov.co.
Presidente:
O radicarlos si ustedes lo consideran, aquí por 

Secretaría. Tiene el uso de la palabra el doctor 
Andrés Felipe Yepes Guzmán, Ministerio de 
Justicia, hasta por cinco minutos doctor Andrés.

La Presidencia conceda el uso de la palabra 
al doctor Andrés Felipe Yepes Guzmán, Asesor 
de Despacho del Ministerio de Justicia:

Muchas gracias Presidente, doctor coordinador 
ponente, saludo a la Mesa Directiva, a la Secretaria 
la doctora Amparo, a la doctora Sonia y el doctor 
Javier, a todos los distinguidos miembros de esta 
audiencia. 

De parte del Ministerio de Justicia, queremos 
reiterar un saludo especial a este proyecto de ley. 
Es un proyecto de ley, que en su momento el ex 
Ministro Néstor Osuna acompañó, un proyecto 
liderado por el doctor de la Calle y que ahora está 
en tercer debate y que debemos saludar desde el 
Ministerio de Justicia, a través de nuestra señora 
Ministra, la doctora Ángela María Buitrago. 
Quiero hacer una anotación fundamental a tres 
puntos, pero más allá de eso, decirles que este 
proyecto de ley es un complemento a lo que 
actualmente existe en la Ley 1563 y que vemos, 
puede y persigue un fin constitucionalmente 
legítimo, como es la descongestión de aquellos 
procesos ejecutivos, que sin duda alguna ocupan 
gran parte de lo que es la demanda por acceso a la 
justicia. Como mecanismo alternativo de solución 
de conflictos, nosotros desde la Dirección 
de Mecanismos Alternativos de Solución de 
Conflictos, vemos importante la masificación del 
arbitraje. 

El arbitraje creo que es importante, recoger una 
anotación que hacía el doctor de la Universidad 
Externado de Colombia, porque sí es importante 
que el arbitraje no se vea como un mecanismo 
solamente de las élites. El mecanismo tiene que 
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permitir el acceso a la población, a los ciudadanos 
y creo que es importante las iniciativas en materia 
de arbitraje, de arbitramiento social en temas de 
ejecución, porque sí podría representar que parte 
de esos procesos, de esos quinientos mil procesos 
de entre 2016 y 2019, puedan tener un impacto 
real en términos de descongestión judicial.

Entonces frente a esa iniciativa, creemos que 
ese medio conducente, en el cual está el arbitraje 
en su calidad en procesos arbitrales ejecutivo, es 
realmente un medio adecuado. Ahora desde el 
punto de vista fiscal, creo que es importante tener 
en cuenta éstos, para efectos del trámite legislativo. 
El proyecto como bien lo indican, permitiría que 
desde las entidades privadas podrían de alguna u 
otra manera, suplir esa demanda, que actualmente 
se requiere en términos de despachos judiciales y 
que sí implicaría en una erogación presupuestal, 
eso es importante consagrarlo dentro de ese 
concepto de impacto fiscal del Ministerio de 
Hacienda, para que esté lo suficientemente sólido 
en la Corte Constitucional, porque ya hemos visto 
que en reiterados proyectos, esto puede tener 
ciertos inconvenientes, si no se cuenta con ese 
análisis preciso, dentro del proceso, dentro del 
trámite legislativo, eso en términos del artículo 
819 de la Ley 819 de 2003 artículo 7°. 

Ahora, puntualmente, frente a los 
inconvenientes, simplemente queremos hacer una 
anotación de tres artículos, que podrían tener y 
ser susceptibles de mejora. Frente al artículo 1°, 
el artículo 1° hace referencia al arbitraje para 
procesos ejecutivos. Desde el punto de vista 
establecido se habla que el proceso ejecutivo 
arbitral será institucional, diferencia que lo 
distingue realmente del arbitraje tal cual está 
establecido para esos procesos en la Ley 1563. 
Pero adicional dice, que es para cualquier tipo 
de ejecución. Es importante establecer que desde 
el artículo 116, no se hace una diferenciación 
entre si es un proceso declarativo, si es un 
proceso ejecutivo, pero dentro del precedente 
constitucional en la Sentencia C 294 de 1995, sí 
se estableció que los únicos juicios ejecutivos que 
escaparían a ese ámbito propio de los árbitros, 
serían los que se adelantan por jurisdicción 
coactiva, para cobrar deudas en favor del fisco, 
eso es importante, hay que analizarlo, porque 
puede tener algunas implicaciones en términos 
tributarios. 

Frente al Parágrafo 1° del artículo 2° reiterar 
un comentario que se hacía respecto a la cláusula 
arbitral abierta. Esa cláusula arbitral abierta, puede 
tener desde el punto de vista doctrinal, ha tenido 
algunas críticas importantes, puesto que no puede 
dar lugar a la ambigüedad frente a lo que se está 
estableciendo y al carácter específico del arbitraje. 
Y un último punto que quiero manifestar es frente 
al artículo 3°, sobre la información mínima y 
protección al consumidor. Nosotros creemos que 
puede tener un problema de constitucionalidad, 
el Parágrafo 1°, en la medida en que se establece 

que si el consumidor, el consumidor no quedará 
obligado al pacto arbitral pero.

Presidente:
Dos minutos.
Continúa con el uso de la palabra el doctor 

Andrés Felipe Yepes Guzmán, Asesor de 
Despacho del Ministerio de Justicia:

Gracias doctor Sánchez. Frente a ese parágrafo 
es importante saber, que si el consumidor no 
invoca la ineficacia del pacto, a través del recurso 
de reposición contra el primer auto que se dicta 
en el proceso y siempre que haya sido notificado 
debidamente, creemos que eso es una carga 
desproporcionada. Ese artículo 3°, digamos en 
el Parágrafo 1°, establece, podría ser contrario a 
lo establecido en el artículo 43 de la Ley 1480 
de 2011 en su numeral sexto, que habla de la 
ineficacia de pleno derecho, cuando no se da la 
información suficiente, o sea y realmente a pesar 
de que se presume que la otra parte, es una parte 
fuerte.

Entonces, si estamos hablando de que no se 
brinda la información clara, precisa, eficaz ¿por 
qué razón le vamos a imponer esa carga como tal 
a la otra parte? Si realmente estamos hablando 
de una ineficacia de pleno derecho por una 
cláusula abusiva, entonces realmente frente a eso 
puede estar y ser violatorio el artículo 13 de la 
Constitución y es importante acotarlo y revisarlo 
dentro del Informe de Ponencia.

Presidente:
Gracias doctor Andrés. ¿Alguna persona que 

se encuentre aquí presente en la Comisión, que 
no haya hablado y desea hacerlo? Me recuerda su 
nombre.

Juan Pablo Cárdenas, Presidente Comité 
Colombiano de Arbitraje: Presidente muchas 
gracias. Recibí la invitación de la Comisión y 
comuniqué mi número de cédula y me permitieron 
el acceso, entonces si usted me permite unos 
minutos.

Presidente:
Tiene el uso de la palabra doctor Juan Pablo 

hasta por cinco minutos.
La Presidencia conceda el uso de la palabra 

al doctor Juan Pablo Cárdenas, Presidente 
Comité Colombiano de Arbitraje:

Bueno, me identifico, soy Juan Pablo Cárdenas, 
Presidente del Comité Colombiano de Arbitraje, 
que es una asociación gremial dedicada al arbitraje. 
Lo primero que quiero señalar rápidamente es que 
este proyecto, es un proyecto muy trabajado, muy 
elaborado, porque tiene varios proyectos que han 
sido su antecedente, luego lo que aquí se refleja, 
no es simplemente fruto de una persona que 
redactó el proyecto, sino ha sido el resultado de 
reuniones, discusiones, con muchas personas, de 
muchos orígenes, entonces es el proyecto. 

Desde el punto de vista Constitucional como 
ya se señaló, el proyecto se funda claramente 
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en la sentencia de la Corte Constitucional, que 
reconoció que lo ejecutivo podía ser materia de 
arbitraje, porque es disponible, en esa sentencia 
de 1995, a que tanto el doctor Luis Arcesio, como 
el señor Representante del Ministerio de Justicia 
ya hizo referencia. Entonces, esa sentencia es 
muy importante, porque como lo decía el doctor 
Luis Arcesio, en el mundo solo hay un pequeño 
antecedente, pero mucho más limitado en el Perú 
de arbitrajes ejecutivos. Pero para ejecución de 
laudos arbitrales, no otro tipo de títulos ejecutivos, 
pero es muy importante entonces, porque en 
Colombia, la Corte ha dicho los árbitros desde el 
punto de vista Constitucional son jueces con todas 
las facultades y posibilidades de los jueces. 

Lo segundo que yo quiero señalar que me 
parece muy importante, es que este proyecto 
tiene avances muy significativos frente al estado 
de la legislación en materia de arbitraje, es 
decir, avanza mucho sobre el tema de arbitraje. 
Para destacar, el tema al que se refirió el señor 
representante del Ministerio de Justicia, que es 
la protección del consumidor, ha habido en el 
derecho comparado, hay un gran debate sobre 
qué protección debe darse a los consumidores en 
arbitraje y hay dos grandes líneas de pensamiento: 
el derecho europeo y el derecho norteamericano, 
cada una con un enfoque distinto. 

Entonces, este proyecto construye un sistema 
de protección, que honestamente es muy 
favorable al consumidor, porque le permite un 
retracto, le permite firmar los documentos de 
crédito donde hay un impacto arbitral y después 
arrepentirse, entonces que es la mejor forma de 
asegurar la protección al consumidor. El hecho 
de que el consumidor no haya dicho nada y 
acuda al arbitraje, pues en principio el proyecto 
lo considera, pero se puede mirar la observación 
que hace el señor representante del Ministerio 
de Justicia, si el consumidor acude al arbitraje, 
normalmente el consumidor va a poder recurrir 
el auto en que se inicia el proceso y si no lo 
hizo, es porque en principio está de acuerdo con 
el arbitraje y esa regla ya existe, la regla existe 
en la Ley 1563 y no ha tenido ningún problema 
Constitucional. 

O sea, yo creo que esta regla funciona, pero 
si se quisiera abundar, puede agregarse en una 
obligación de información de los árbitros, al 
que llega, advertirle que vea esto tiene estas 
consecuencias y si usted quiere puede en este 
momento decir que no, puede llegarse hasta eso si 
se quiere profundizar, pero creo que como está ya 
cumple estándares constitucionales, que era muy 
discutible antes, cuando simplemente no se le 
permitía esa posibilidad de retractarse, en algunas 
versiones anteriores de este proyecto. 

Lo otro, el proyecto tiene un componente social 
que yo sí quiero destacar, porque como muy bien 
lo decía el representante del Consultorio Jurídico 
de la Universidad Externado de Colombia, es 

muy importante el arbitraje social y creo que la 
norma que hay en el proyecto, avanza muchísimo 
sobre la que hay hoy en la Ley 1563, la de 
arbitraje social. La norma de arbitraje social de 
la Ley 1563, hoy habla de jornadas de arbitraje 
gratuitos, el proyecto ya no habla de jornadas, 
establece la gratuidad del arbitraje por delante, 
lo cual lo hace muy favorable a esas personas 
que realmente necesitan acceso a la justicia y 
además prevé la celebración de convenios con los 
consultorios jurídicos, lo cual ayuda todavía más 
a esas personas, porque realmente esas personas 
necesitan es el apoyo de los consultores jurídicos. 

Entonces, en resumen, si bien como toda obra 
humana, el proyecto podría llegar a ser mejorado 
en algunos puntos, yo sinceramente creo que este 
proyecto, es un proyecto maduro y adecuado para 
resolver una necesidad sentida en el país que es la 
congestión judicial, no para desplazar el aparato 
judicial, sino para servir como complemento, 
ayuda al aparato judicial. Muchas gracias 
Presidente.

Presidente:
Gracias doctor Juan Pablo. Agotadas las 

intervenciones, no sé si alguien en plataforma, 
no hay más. Agotadas las intervenciones les 
agradecemos enormemente los aportes, no sin 
antes manifestarles que si aún tienen algunas 
observaciones al proyecto, nos las pueden 
hacer llegar, nosotros aspiramos a con estas 
observaciones, poderlas estudiar con el equipo, 
mirar cuáles vamos a tener en cuenta y cuáles no. 
Y consideramos que van a tener respuesta cada 
uno de ustedes. 

Y, en segundo lugar, radicaremos ponencia 
para tercer debate, a más tardar el miércoles de la 
semana entrante, para poder avanzar en el trámite 
legislativo, ojalá fuera antes del 16 de diciembre 
con su segundo debate. Estamos muy justos, pero 
vamos a hacer todo el esfuerzo y además estamos 
en tiempo en el trámite, no hay ningún problema si 
se llegara a quedar para después del 16 de marzo. 

Mil gracias de verdad por acompañarnos, 
por sus aportes y reitero por tercera vez, quien 
lo pueda hacer de manera virtual por el correo o 
física aquí en secretaría recibimos sus ponencias. 
Mil y mil gracias, siendo las 10:35, se da por 
terminada la Audiencia.

Secretaria:
Esta secretaría deja constancia que se ha dado 

cumplimiento al artículo 230 de la Ley 5ª de 
1992, donde han participado todas las personas 
inscritas e invitadas. Así mismo se les informa 
que esta Audiencia será transcrita y publicada en 
la gaceta del Congreso para conocimiento de los 
Congresistas y en general de la ciudadanía. Se da 
por terminada la Audiencia siendo las 10:37 de la 
mañana.

Anexos: Cuarenta y un (41) folios.
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